STJSL-S.J. – S.D. Nº 095/20.-

-En la Provincia de San Luis, a veintisiete días del mes de mayo de dos mil veinte, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. CARLOS ALBERTO COBO, MARTHA RAQUEL CORVALÁN y -Llamado a integrar al Dr. FEDERICO OSVALDO LUCERO GAGLIARDI- Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “FERNÁNDEZ ADRIANA MARCELA c/ ASOCIART ART S.A. s/ DAÑOS y PERJUICIOS - LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP. N° 265484/14.
Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, CARLOS ALBERTO COBO y FEDERICO OSVALDO LUCERO GAGLIARDI.

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación interpuesto por la demandada?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del Código Procesal Civil?

III)  En caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse, la interpretación que debe hacerse del caso en estudio, o la jurisprudencia contradictoria a unificarse?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

VI) ¿Es procedente el recurso de inconstitucionalidad interpuesto por la actora?

VII) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio? 

VIII) ¿Cuál sobre las costas?

CONSIDERACIONES COMUNES A AMBOS RECURSOS: Se inicia la presente causa con la Demanda interpuesta en contra de ASOCIART ASEGURADORA DE RIESGOS DE TRABAJO S.A., persiguiendo el cobro de la suma de PESOS SEISCIENTOS CUATRO MIL TRECIENTOS SETENTA Y SEIS MIL CON SESENTA CENTAVOS ($ 604.376,60.-) o lo que en más o en menos resulta de la prueba a rendirse, actualización de intereses, desvalorización monetaria, gastos y costas, en concepto de INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS y PERJUICIOS derivados del accidente laboral que sufriera la actora en ocasión de cumplir las funciones asignadas en el marco de su relación de trabajo.
La sentencia de primera instancia (Sentencia Definitiva Número Ciento Diez, de fecha 6/10/2017 -actuación Nº 7987728), en lo que aquí interesa resaltar, encuadró la pretensión en la Ley de Riesgos del Trabajo Nº 24.557, declaró la inconstitucionalidad de los artículos 6 inc. 2); 21; 22; y 46, e hizo lugar a la Demanda iniciada por la Sra. ADRIANA MARCELA FERNÁNDEZ  condenando a ASOCIART ART S.A., a abonar a la actora la suma de PESOS OCHENTA Y CUATRO MIL CUATROCIENTOS CINCUENTA Y UNO CON SESENTA CENTAVOS ($ 84.451,60.-), en concepto de indemnización por IPP del 18.70% de la T.O, con más los intereses desde la fecha del accidente laboral sufrido por la actora (27/06/2011) y hasta su efectivo pago, conforme la tasa activa establecida por el Banco de la Nación Argentina para sus operaciones de crédito.

En idéntico sentido se pronunció la Cámara de Apelaciones Sala Civil, Comercial, Minas y Laboral de la Tercera Circunscripción Judicial en Sentencia Definitiva Numero Cuarenta y Tres del 15/08/2018 (actuación Nº 9783544) al rechazar los recursos de apelación articulados por actora y demandada, confirmando la sentencia en todas sus partes, con costas por el orden causado.
Razones de orden y mérito aconsejan tratar los recursos en el orden en el que fueron presentados.

A LA PRIMERA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALAN dijo: 1) Que en fecha 24/08/2018, mediante actuación digital Nº 9859812 la demandada ASOCIART ART S.A. interpone Recurso de Casación.
Que en actuación digital Nº 9928204 de fecha 4/09/2018 fundamenta el recurso.
Pasado el expediente a dictar sentencia corresponde, de modo preliminar y en esta primera cuestión, examinar el cumplimiento de los recaudos formales establecidos en los artículos 286 y cc. del CPC y C para la admisión del recurso.
Que conforme a ello, advierto que el recurso fue interpuesto y fundado en término (la sentencia se notificó el 21/08/2018), la parte recurrente cumplió con el depósito exigido por el art. 290 del CPC y C (constancia acompañada en fecha 24/08/2018) y la resolución que se recurre es sentencia definitiva en los términos impuestos por el art. 286 del CPC y C.
En consecuencia, en mérito a lo dispuesto por el art. 301 inc. a) del CPC y C, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.
Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y FEDERICO OSVALDO LUCERO GAGLIARDI, comparten lo expresado por el Sra. Ministro, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.
A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALAN dijo: 1) Que al fundamentar el recurso la accionada invoca las causales del artículo 287 incs. a) y b) del CPC y C.
Arguye la “ERRONEA APLICACIÓN DE LA LEY. APLICACIÓN RETROACTIVA DE LA LEY 26.773” y explicita que la sentencia de primera instancia, confirmada en Cámara, condena a su mandante en los términos de la Ley 26.773 cuando tal disposición no se encontraba vigente al momento del siniestro denunciado.
Explica que el accidente ocurrió el día 27/06/2011 por lo que existen dos errores evidentes en la sentencia, en primer lugar, la Ley 26.773 no se encontraba vigente, y en segundo, de encontrarse vigente, la compensación prevista en el art. 2 de la Ley 26.773 no resultaría aplicable a los accidentes “in itinere”, que es lo que la actora reclama.
Dice que al resolver el recurso de apelación la Excma. Cámara incurre en el mismo gravísimo error que el Juez de grado, desestimando el agravio sin fundamentar en lo más mínimo su decisión.
En apoyo a su pretensión alega que la cuestión planteada ha sido tratada en diversas oportunidades por el Superior Tribunal dejándose en claro que NO PROCEDE LA APLICACIÓN RETROACTIVA DE UNA LEY, EN CONCRETO DE LA LEY 26.773.
Agrega que la Ley 26.773 establece: “que las disposiciones atinentes a las prestaciones en dinero y en especie entrarán en vigencia a partir de su publicación en el Boletín Oficial y se aplicarán a las contingencias previstas en la Ley 24.557 y sus modificatorias cuya primera manifestación invalidante se produzca a partir de esa fecha”  (art. 17, inc. 5); que la Corte Suprema de Justicia de la Nación zanjó toda discusión al respecto en el caso “ESPÓSITO”, y lo propio hizo el Superior Tribunal de Justicia en “MANSILLA OSCAR SEBASTIAN c/ PROVINCIA ART S.A. s/ ACCIDENTE O ENFERMEDAD LABORAL” y “AMAYA FRANCO SEBASTIAN c/ PREVENCIÓN ART S.A. s/ ACCIDENTE O ENFERMEDAD LABORAL – RECURSO DE CASACIÓN” Expte. N° 248720/13, S.D. N° 020/18.
En definitiva, sostiene que tanto la ley, como la jurisprudencia del Máximo Tribunal, prohíben la aplicación retroactiva de la Ley 26.773, por lo que la correcta aplicación de la norma conduce a modificar el resultado del pleito hacia a una solución distinta, opuesta a la del pronunciamiento recurrido, debiendo rechazarse la aplicación retroactiva de la Ley 26.773 y ordenarse el pago de la prestación dineraria conforme los términos del contrato de afiliación y la Ley de Riesgos del Trabajo, vigente al momento en que ocurrió el siniestro.
Asimismo, plantea como otra cuestión casatoria la “ERRÓNEA INTERPRETACIÓN DE LA LEY. (art. 6 Ley 24.557 y art. 377 del CPC y C)”, y se agravia de que la Cámara haya impuesto a su parte la carga de probar que el accidente no se produjo “in itinere”.
Refiere que en virtud de lo dispuesto por el art. 377 del CPC y C, era la actora quien debía probar el accidente “in itinere”, y alega que en autos no se acreditó cuál era el domicilio de la actora al momento del accidente, cuál era el lugar donde cumplía las tareas, cuál era el trayecto habitual, es decir, el accidente en sus circunstancias de tiempo, modo y lugar por lo que la Demanda debe ser rechazada en todas sus partes.
2) Que la actora contesta traslado en ESCEXT Nº 10098481 de fecha 25/09/2018 exponiendo los fundamentos que hacen a su derecho y por los cuales solicita el rechazo el Recurso.

Sostiene que el planteo de la presunta aplicación retroactiva de la Ley N° 26.773 es tardío y extemporáneo por cuanto la accionada consintió la procedencia del reclamo indemnizatorio con base en la Ley N° 26.773 habida cuenta que al contestar la Demanda nada opuso ni objetó sobre el particular.
Por otra parte, defiende lo fallado por el a-quo argumentado que si bien el siniestro cuya reparación se reclama en la demanda ocurrió en fecha 27/06/2011- es decir mientras regía la Ley N° 24.557- el daño se consolidó cuando ya estaba vigente la Ley N° 26.773, es decir, los efectos o consecuencias dañosas del siniestro se consolidaron y permanecen hasta la fecha insatisfechos por lo que corresponde la aplicación de la nueva legislación que es además la norma más favorable al trabajador (arts. 9 LCT y 14 bis CN) sin que ello importe aplicación retroactiva de la ley.
Reitera que aun cuando el siniestro acaeció vigente el sistema previsto en la Ley 24.557, para la fecha en que se determinó el daño por la Comisión Médica N° 27 (16/11/2012) e inclusive cuando la ART demandada formuló el ofrecimiento de abonar la reparación la Ley N° 26.773 ya se encontraba vigente.
En relación al segundo agravio casatorio, solicita su rechazo por tratarse de cuestiones probatorias, excluidas de la vía extraordinaria.
3) El Sr. Procurador General contesta vista en actuación digital Nº 13055553 de fecha 22/11/2019.
Al dictaminar sostiene que el Recurso de Casación debe prosperar en relación a la primera causal invocada por la recurrente, toda vez que el Superior Tribunal de la Provincia ha fijado la solución en los precedentes citados, S.D. Nº 45/17 en autos “MANSILLA, OSCAR SEBASTIÁN c/ PROVINCIA Poder Judicial San Luis ART S.A. s/ ACCIDENTE O ENFERMEDAD LABORAL – RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP Nº 171638/9, de fecha 10/05/2017; S.D. Nº 20/18 dictada en “AMAYA FRANCO SEBASTIÁN c/ PREVENCIÓN ART S.A. s/ ACCIDENTE O ENFERMEDAD LABORAL – RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX EXP N° 248720/13, del 19/02/2018; con antecedente en S.D. Nº 64/16 de “URQUIZA UBALDO FRANCISCO c/ NELLY H. DABAT DE CASTILLO y/o PROP. EST. RURAL s/ RECURSO DE CASACIÒN” - IURIX N° 131121/5, del 21/04/2016, sosteniendo que RESULTA DE APLICACIÓN LA NORMATIVA VIGENTE AL MOMENTO DEL ACAECIMIENTO DEL INFORTUNIO LABORAL, por lo que la obligatoriedad de la jurisprudencia del Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de San Luis en la materia se impone y torna viable la procedencia del Recurso de Casación.
Que en relación a la segunda causal casatoria, considera que la misma pone de manifiesto un intento de reedición de cuestiones de hecho y prueba ajenas por regla a la vía extraordinaria, por lo que propicia el rechazo del Recurso.
4) Que a los efectos del análisis de las cuestiones propuestas, y en armonía a lo que prescribe el art. 301 inc. b) del CPC y C, debe dilucidarse si en la resolución recurrida existe alguna de las causales previstas en el art. 287 del Código citado, caso contrario, el recurso deducido no podría prosperar. 

Al respecto este Alto Cuerpo tiene establecido que para la procedencia del recurso de casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso la forma en que se ha violado la ley invocada en el fallo y cuál es la interpretación correcta; circunstancia que si no se cumplimenta en autos, el recurso en estudio debe ser rechazado (cfr. entre muchos otros: STJSL-S.J.–S.D. Nº 174/19 del 17/10/2019 “TORRES ARNALDO OPTIMIO c/ UOM s/ COBRO DE PESOS - LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN ” – IURIX EXP Nº 286556/15; STJSL-S.J.–S.D. Nº 015/19 del 19/02/2019 “BRITO NILDA MERCEDES c/ LUCERO ANA GABRIELA s/ COBRO DE PESOS - LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP Nº 235365/12; STJSL-S.J.–S.D. Nº 088/18 del 23/04/2018 “NORTE S.A. c/ MONTENEGRO YOLANDA s/ CONSIGNACIÓN – RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP. Nº 114308/5).
Sentado lo expuesto, en el análisis de la exposición recursiva, advierto que la ASEGURADORA denuncia como primer motivo casatorio la errónea aplicación de la Ley 26.773, argumentando que se condenó a su parte en los términos de tal disposición cuando al momento de ocurrido el accidente -que tuvo lugar el día 27/06/2011- no se encontraba vigente.
Que, en relación a la aplicación temporal de la Ley N° 26.773, este Superior Tribunal se pronunció in re “URQUIZA” (S.D. Nº 064/16 de fecha 21/04/2017) y “AMAYA” (S.D. N° 020/18 del 19/02/2018) y sostuvo que la referida disposición no podía aplicarse a contingencias laborales acaecidas con anterioridad a su entrada en vigencia. 
Por su parte, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ya había tratado tal cuestión en el precedente “Recurso de hecho deducido por la demandada en la causa Espósito, Dardo Luis c/ Provincia ART S.A. s/ accidente – ley especial” (7/6/2016) en el que concluyó “que la Ley 26.773 no puede aplicarse a las incapacidades laborales cuya primera manifestación invalidante se hubiera producido antes de la fecha en la que la mencionada norma fue publicada en el Boletín Oficial de la Nación y entró en vigencia, esto es, el 26 de octubre de 2012”. (considerando 8°).
Que en “ESPÓSITO” la Corte también se pronunció sobre la indemnización adicional prevista en el art. 3 Ley 26.773, resolviendo que no se aplica al caso de accidentes “in itinere” (considerando 5°).
Así, de acuerdo a lo explicitado precedentemente, y más allá de la poca claridad con la que la Cámara se pronunció sobre el punto, entiendo que si el accidente tuvo lugar el 27/06/2011, el a-quo no debió aplicar retroactivamente las disposiciones de la Ley 26.773 con vigencia a partir del 26 de octubre del 2012, sino las previsiones del art. 14 de la Ley 24.557 vigente al momento del infortunio.
Que la discusión o diversidad de criterios existentes en relación a la aplicación temporal de la Ley 26.773 quedó zanjada en los precedentes citados y su inobservancia por parte de la Cámara vuelve palmaria la configuración de la causal contemplada por el art. 287 inc. a) del CPC y C.

Que en relación al otro agravio referido a la carga de la prueba del accidente “in itinere”, la crítica se centra en cuestiones ajenas a esta instancia de excepción, y por lo tanto, la misma no resuelta atendible.
Como es sabido, “no es tarea de los Jueces de casación el examen integral del proceso sino que su función se limita a confrontar la aplicación correcta del derecho a los hechos definitivamente juzgados en la sede de grado” (cfr. Juan Carlos Hitters. Técnica de los Recursos Extraordinario y de la Casación 2ª edición. Ed. Librería Editora Platense S.R.L La Plata 1998, p. 280).
En reiterada jurisprudencia, este Tribunal ha dicho: “Si de la lectura del recurso de casación se advierte que se plantean cuestiones de naturaleza esencialmente probatoria; estas son ajenas a la Casación según pacífico criterio de este Alto Cuerpo, puesto que la finalidad institucional de este carril impugnatorio busca el cumplimiento de la ley, la unificación de la interpretación del derecho y por ende debe aprehender los hechos como vienen relatados por los jueces de grado.” (STJSL-S.J.–S.D. Nº 079/19 del 8/05/2019 “JOFRÉ ESTELA MYRIAM c/ AGUILAR ALFREDO y OTRO s/ DAÑOS y PERJUICIOS - RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX EXP N° 122986/3; STJSL-S.J.–S.D. N° 022/14 del 13/03/14 “ABERASTAIN, GUSTAVO ARIEL c/ SERVITRANS S.R.L. y OTROS s/ DEMANDA LABORAL - RECURSO DE CASACION” Expte. Nº 12-A-13 - IURIX EXP. Nº 128648/9).
En consecuencia, de acuerdo a lo expuesto precedentemente, propicio hacer lugar parcialmente al Recurso de Casación interpuesto en relación a la primera causal de casación invocada (aplicación retroactiva de la Ley 26.773), con devolución del depósito. ASÍ LO VOTO.

Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y FEDERICO OSVALDO LUCERO GAGLIARDI, comparten lo expresado por el Sra. Ministro, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.
A LA CUARTA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALAN dijo: Que atento como se han votado las cuestiones anteriores corresponde admitir parcialmente el Recurso de Casación interpuesto. En consecuencia, casar la sentencia de Cámara en lo referido a la aplicación retroactiva de la Ley Nº 26.773, revocando la condena del adicional previsto en el art. 3 de la referida disposición. Con devolución del depósito. ASÍ LO VOTO.
Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y FEDERICO OSVALDO LUCERO GAGLIARDI, comparten lo expresado por el Sra. Ministro, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.
A LA QUINTA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALAN dijo: Dado la forma en que prosperó el recurso, las costas se imponen por el orden causado (art. 68 in fine CPC y C).  ASÍ LO VOTO.
Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y FEDERICO OSVALDO LUCERO GAGLIARDI, comparten lo expresado por el Sra. Ministro, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.
A LA SEXTA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALAN dijo: 1) Que en actuación digital N° 9948509 de fecha 06/09/2018 la actora interpone Recurso de Inconstitucionalidad.
En el mencionado escrito recursivo sostiene que la impugnación es procedente por la causal no reglada de arbitrariedad por cuanto la sentencia recurrida prescinde de lo expresamente dispuesto en el art. 9 de la LCT, adolece de graves defectos en su fundamentación, y no constituye una derivación razonada del derecho vigente, con relación a las constancias comprobadas de la causa.
Arguye que lo resuelto afecta elementales derechos y principios constitucionales del trabajador dentro de los cuales se encuentra el derecho a la reparación integral de todos los daños sufridos, la igualdad ante la ley, la defensa en juicio, el derecho de propiedad y el debido proceso legal, los principios protectorios y de progresividad (arts. 14 bis, 16, 17 y 18, y 19 de la Constitución Nacional, y arts. 16, 35, 43, 59 de la Constitución de la Provincia).
Puntualmente, vincula sus agravios a la afectación del derecho protectorio consagrado en el art.9 de la LCT y garantizado por el art. 14 bis de la Constitución Nacional y art. 59 de la Constitución de la Provincia expresando que este derecho, que se proyecta en el proceso, establece que si en la apreciación de la prueba el magistrado se encuentra en situación de duda o incertidumbre debe fallar a favor del trabajador.
Explicita que el fallo es arbitrario por que no obstante que en la causa se incorporaron dos pericias médicas que coinciden en la existencia del daño material, al momento de pronunciarse acerca de su cuantificación los sentenciantes se apoyan en las conclusiones de la pericia que concede la menor incapacidad, omitiendo considerar la otra pericia, lo que importa una violación del principio protectorio del indubio pro operario.
Refiere que al ordenarse la producción de la pericia médica, la Juez de grado designó perito de oficio al Dr. HUGO PIRÁN quien al dictaminar concluyó asignando una incapacidad parcial y permanente del 27,48% de la T.O. por el daño físico/material, la que fue impugnada por la accionada de modo vago, genérico e impreciso en relación a la existencia misma del accidente y su mecánica, pero no a los daños sufridos.
Dice que con posterioridad, encontrándose la causa en estado de sentenciar y con los plazos vencidos, la iudicante dictó la resolución de fecha 25/07/2016 mediante la cual dispuso oficiosamente la realización de una nueva pericia médica, sin requerir previamente explicaciones al Dr. PIRÁN sobre los puntos de su dictamen que consideraba insuficientes u oscuros, sin removerlo del cargo y sin declarar previamente la nulidad de su pericia, por lo que, el dictamen quedó incorporado válidamente al proceso y sus conclusiones conservan plena eficacia y validez.
Indica que a su tiempo, en la nueva pericia, la Dra. ELIZONDO dictaminó una incapacidad física/material del 18,70% de la T.O., de modo tal que los sentenciantes al momento de resolver contaban con dos opiniones que si bien coincidían en cuanto a la existencia de las lesiones materiales/físicas ocasionadas por el siniestro laboral, diferían en cuanto a la ponderación y extensión del grado de incapacidad: una sostenía que era del orden del 27,48 % (PIRÁN) y la otra pericia que la incapacidad era del 18,70 % de la T.O.
Se agravia porque la sentencia omitió de toda consideración las conclusiones periciales del Dr. PIRÁN, cuyo dictamen era inclusive más pormenorizado, profundo y detallado que el dictamen de la Dra. ELIZONDO, y terminó disminuyendo sensiblemente el resarcimiento en concepto de daño material provocándose lesión patrimonial y afectando además de modo ostensible y grave el principio protectorio (arts. 9 LCT y 14 bis CN) el derecho de defensa, el debido proceso y el principio de progresividad, todos de raigambre constitucional.
Arguye que si la duda recaía sobre la extensión del daño material/físico, es decir, sobre el grado de incapacidad que ocasionaran las lesiones físicas constatadas en ambas pericias, el estado de duda debió zanjarse a favor de la parte actora, haciendo aplicación de las normas laborales referidas.
Igualmente, sostiene que el fallo es arbitrario por que partiendo de una afirmación dogmática y falsa que las constancias de la causa desmienten, concluye rechazando la procedencia del daño moral reclamado, sin pronunciarse previamente sobre el bloque de inconstitucionalidades introducido en la Demanda de todas las normas del régimen de Riesgos del Trabajo insertos en la ley N° 24.557, Ley N° 26.773, sus reglamentaciones, DNU Nº 1278/2000, Decreto Nº 1694/09, Decreto Nº 658.96, Decreto Nº 659.96 y normas complementarias, nacionales y provinciales que vedan reclamar la reparación integral por la vía laboral.
Denuncia que desde el primer escrito introductorio de la litis su parte señaló que reclamaba la reparación integral y sistémica de “todos los daños” sufridos a consecuencia del accidente “in itinere”, pretensión que expresamente incluye al daño moral dentro de la cual se encuentra comprendido el daño psicológico por “estrés postraumático”, luego determinado en la pericia médica.
Plantea que la sentencia es contradictoria en el punto ya que rechaza el rubro daño moral/psicológico argumentando que no ha sido supuestamente incluido en la Demanda y al mismo tiempo se pronuncia confirmando la sentencia de grado que rechazó el rubro por considerar que el dictamen de la Perito Dra. ELIZONDO “…carece de fuerza convictiva en este aspecto…” o porque “se habría excedido en los límites de la tarea para la cual fuera convocada”.
Por su parte, también arguye que el fallo es arbitrario porque al descartar la existencia del daño moral/psicológico se aparta de las conclusiones de la pericia médica y omite considerar en su conjunto la restante prueba ofrecida y producida al efecto. 
Alega que hubo una apreciación desviada y parcializada de la prueba, que la sentencia se apartó de las conclusiones de la pericia médica confeccionada por la Dra. ELIZONDO quien determinó una incapacidad del 10% de la total obrera por “estrés postraumático”. Defiende su posición argumentando que la perito médica no se excedió de los límites de su pericia porque la Demanda incluyó el daño moral y critica los argumentos que la Cámara expone al confirmar la sentencia indicando que la misma Sala ha emitido y suscripto incontables fallos donde se reclamaba en sede laboral la reparación integral del daño moral con sustento en normas civiles, pronunciándose por su procedencia.
En idéntico sentido sostiene que existe una apreciación parcializada y desviada de la prueba que no fue analizada en su conjunto y armoniosamente con el resto de los elementos probatorios conforme el criterio de la sana critica, por cuanto los sentenciantes al confirmar el fallo de grado no mencionan los restantes elementos de prueba aportados por su parte que hubieran permitido corroborar ese daño moral, vgr. las testimoniales arrimadas a la causa que en forma unánime confirman los padecimientos espirituales y psicologicos que le ocasionó el siniestro, presunciones a favor de la trabajadora acerca de los hechos (menoscabo psíquico) invocados, etc.
Agrega que el fallo es arbitrario porque para desestimar el reclamo indemnizatorio por daño punitivo con sustento en la Ley de Defensa del Consumidor, se apoya en la afirmación dogmática que “no existe relación de consumo directa entre la actora y la aseguradora”, pasando por alto que la Ley de Defensa del Consumidor N° 26.361 -que reformó la anterior N° 24.249 y modificó el art.1- incorporó en el art. 52 bis en forma expresa a los consumidores indirectos del seguro como sujetos alcanzados y comprendidos dentro del amparo de esa ley.
2) Que la accionada contesta traslado del Recurso en ESCEXT Nº 10014651 de fecha 14/09/2018 exponiendo los fundamentos por los que sostiene su improcedencia.
En primer lugar señala que la recurrente solo discrepa con el criterio sostenido por la Excma. Cámara, en tanto que no existe ningún agravio o violación de índole constitucional que habilite la vía extraordinaria.

Asimismo, expone que tratándose de un accidente “in itinere”, no corresponde el reclamo por vía civil, ni la reparación integral, ni el daño moral ni ningún otro daño, como tampoco la aplicación del principio “in dubio pro operario”.
En conclusión, refiere que la reparación por los daños sufridos en un accidente “in itinere” solo pueden ser reparados mediante las indemnizaciones previstas en la Ley 24.557.
3) Que el Recurso de Inconstitucionalidad por la causal no reglada de arbitrariedad de sentencia fue concedido por este Tribunal mediante S.I. Nº 282/19 de fecha 22/08/2019 (actuación Nº 12294724).

4) El Sr. Procurador General contestó vista en actuación digital Nº 13055553 de fecha 22/11/2019 pronunciándose por el rechazo del Recurso de Inconstitucionalidad.
Al dictaminar sostuvo que la actora no demuestra cabalmente el agravio constitucional que la resolución confirmatoria del Tribunal de Alzada le causa.

Entiende que la plataforma fáctica que sustenta la traba de la litis es el acaecimiento de un ACCIDENTE IN ITINERE y las consecuencias de un accidente in itinere solamente son resarcibles en el marco de las normas de la Ley de Riesgos de Trabajo y no constituyen un supuesto de responsabilidad en el marco del Derecho Civil.
En relación a la pretensión indemnizatoria del daño moral, considera que es una cuestión de naturaleza probatoria ajena a la instancia extraordinaria, salvo flagrante arbitrariedad en la valoración de la prueba, la que no se desprende de la sentencia examinada. 
5) Que ingresando en el examen de los argumentos dados por la actora, y considerando que el Recurso de Inconstitucionalidad fue concedido por este Alto Cuerpo por la causal no reglada de arbitrariedad de sentencia, preliminarmente hallo propicio señalar “…que sentencia arbitraria es aquella que padece de omisiones o desaciertos de gravedad extrema que la descalifican como pronunciamiento judicial válido” (cfr. Néstor Pedro Sagúes, Recurso Extraordinario. Ed. Astrea, Bs. As. 2016, t. 2, p. 111).
También que “la doctrina de la arbitrariedad de sentencias…no tiene por finalidad abrir una nueva instancia ordinaria donde puedan discutirse cuestiones de hecho y prueba, ni la corrección de fallos equivocados o que se consideren tales, sino que sólo admite los supuestos de desaciertos u omisiones de gravedad extrema a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional”. (CSJN, Fallos: 323:3139).
Bajo tales lineamientos, anticipo que el Recurso no puede prosperar.

En efecto, considero que al rechazar la pretensión indemnizatoria por daño moral y con fundamento en la Ley de Defensa del Consumidor, el a-quo brindó fundamentos sólidos e idóneos para cerrar toda discusión sobre el punto.
Así, considero que, en lo medular, la Demanda había sido planteada en reclamo de las indemnizaciones tarifadas de la Ley de Riesgos del Trabajo por lo que la actora mal pudo al mismo tiempo reclamar otras indemnizaciones que son propias de otro tipo de proceso, esto es el juicio de daños y perjuicios con fundamento en la normativa civil.
Que lo resuelto guardó correspondencia con lo decidido por la Sra. Juez de grado al considerar que es improcedente reclamar por vía civil las consecuencias de un accidente de naturaleza absolutamente laboral, como es el accidente “in itinere”, por lo que concluyó por el rechazo “in límine” de la aplicación de normas del Derecho Civil, como de la Ley de Defensa al Consumidor Nº 26.361.
Entiendo que los fundamentos expuestos pueden no ser compartidos por la recurrente, sin embargo, su disconformidad con la solución adoptada no es hábil para descalificarla en base a la doctrina de la arbitrariedad.

Tal como se ha sostenido en pacífica jurisprudencia: “...al contar el pronunciamiento impugnado con fundamentos suficientes, al margen de su acierto o error cabe concluir que no corresponde hacer lugar a la tacha de arbitrariedad formulada, pues tal doctrina no autoriza a sustituir el criterio de los jueces de las instancias ordinaria por el de este Tribunal…” (STJSL-S.J.–S.D. Nº 019/19 del 26/02/2019, “ORTÍZ RAMÓN HERIBERTO c/ OSSIMRA s/ COBRO DE PESOS (R)” - IURIX EXP Nº 240154/12).
En conclusión, entiendo que la recurrente no ha logrado conmover las razones dadas por el a-quo para fundar su decisión, por lo que comparto y hago mías las consideraciones vertidas por el Sr. Procurador General y me pronuncio por el rechazo del Recurso.
Por ello, a tenor de lo expuesto, VOTO a esta CUESTIÓN por la NEGATIVA.
Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y FEDERICO OSVALDO LUCERO GAGLIARDI, comparten lo expresado por el Sra. Ministro, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta SEXTA CUESTIÓN.
A LA SÉPTIMA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALAN dijo: Que conforme se ha votado la cuestión anterior, corresponde rechazar el Recurso de Inconstitucionalidad por la causal no reglada de arbitrariedad de sentencia. ASÍ LO VOTO.
Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y FEDERICO OSVALDO LUCERO GAGLIARDI, comparten lo expresado por el Sra. Ministro, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta SÉPTIMA CUESTIÓN.
A LA OCTAVA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALAN dijo: Costas a la vencida (art. 68 CPC y C). ASÍ LO VOTO.
Los Señores Ministros, Dres. CARLOS ALBERTO COBO y FEDERICO OSVALDO LUCERO GAGLIARDI, comparten lo expresado por el Sra. Ministro, Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN y votan en igual sentido a esta OCTAVA CUESTIÓN.
///…

Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Señores Ministros, la sentencia que va a continuación. 

San Luis, veintisiete de mayo de dos mil veinte.

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Hacer lugar parcialmente el Recurso de Casación interpuesto por la demandada. En consecuencia, casar la sentencia de Cámara en lo referido a la aplicación retroactiva de la Ley Nº 26.773, revocando la condena del adicional previsto en el art. 3 de la referida disposición. Con pérdida del depósito.
II) Costas por el orden causado.
III) Rechazar el Recurso de Inconstitucionalidad interpuesto por la actora por la causal no reglada de arbitrariedad de sentencia.
IV) Costas a la vencida.
REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.
No firma la Dra. LILIA ANA NOVILLO por encontrarse excusada.
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Sres. Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Dres. CARLOS ALBERTO COBO, MARTHA RAQUEL CORVALÁN y FEDERICO OSVALDO LUCERO GIGLIARDI, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.  
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